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A los nueve (09) días del mes de noviembre del año dos mil 

veintidós (2022), se congrega la Sala Cuarta de Decisión Laboral, 

con el objeto de dictar sentencia escrita; en la que se resuelve el 

grado jurisdiccional de consulta frente a la sentencia dictada en 

el proceso de la referencia, en virtud de medida de descongestión 

de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali; conforme a lo 

dispuesto en la Ley 2213 de 2022. 

 
SENTENCIA No. 0122 

Aprobada en Acta Virtual No. 042 
 

1. ANTECEDENTES 
 

Demanda  

 

La señora PAULA ANDREA DE LA CRUZ MEJÍA, pretendió se 

condene a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

-COLPENSIONES-, a reconocer y pagar la pensión de 

sobreviviente en la modalidad de sustitución pensional, desde el 

fallecimiento de su esposo ALFONSO BALDOMERO QUIÑONEZ 

(q.e.p.d), ocurrido el 15 de septiembre de 2015; los intereses 

moratorios de que trata el artículo 141 Ley 100 de 1993, desde el 

26 de noviembre de 2015; la indexación de los valores 

reconocidos mediante sentencia; las costas que genere el proceso 

y las agencias en derecho que fije el despacho.  
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Los hechos que aquilatan las pretensiones, dicen que el señor 

ALFONSO BALDOMERO QUIÑONEZ (q.e.p.d) falleció en día 15 

de septiembre de 2015, siendo pensionado por el otrora ISS hoy 

COLPENSIONES desde el año 2003; que con ocasión del 

fallecimiento del pensionado, la demandante solicitó a 

COLPENSIONES el reconocimiento y pago de la sustitución 

pensional o pensión de sobreviviente, en calidad de esposa con 

vínculo matrimonial desde el 07 de enero del año 2004 y en 

convivencia marital hecho, por espacio de 15 años, como consta 

en declaraciones extra proceso propias y de testigos; que 

mediante resolución GNR 396664 del 09 de diciembre de 2015 

COLPENSIONES negó a la actora la sustitución pensional, con 

base en lo establecido en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993, al 

considerar de manera equívoca, no obstante contar con las 

declaraciones extra proceso existentes, que el tiempo de 

convivencia no fue mayor a los últimos 3 años de vida del 

pensionado, según investigación administrativa, resolución que 

fue notificada el 12 de diciembre de 2015; no conforme con lo 

decidido, la accionante interpuso recurso de reposición y en 

subsidio apelación contra la resolución GNR 396664 del 09 de 

diciembre de 2015, como consta en radicado 2016_124908 del 

06 de enero de 2016, manifestando su inconformidad 

básicamente en que no fueron tenidas en cuenta en la labor 

investigativa de la entidad, las declaraciones extra proceso 

rendidas por la actora y por los testigos quienes, bajo la gravedad 

de juramento, manifiestan abiertamente que les consta el tiempo 

de convivencia por espacio de 15 años entre la accionante y el 

fallecido, razón por la cual se debe emitir un nuevo acto 

administrativo mediante el cual se reconozca la sustitución 

pensional a su favor; añadió que en resolución GNR 52205 del 18 

de febrero de 2016 COLPENSIONES resolvió el recurso de 

reposición manifestando que realizada la labor investigativa se 

estableció que el tiempo de convivencia entre la actora y el 

causante, no fue mayor a tres años, con base en declaración 
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rendida por la señora LUZ AMPARO ARENAS AGUILAR quien 

manifestó que los conocía hace 7 años, no se entiende la razón 

por la cual se utiliza esta respuesta para desestimar el tiempo de 

convivencia entre el fallecido QUIÑONEZ y la actora, si el tiempo 

exigido por la ley son cinco años, y la testigo manifiesta que hace 

siete años le consta que conviven juntos; que manifestó 

igualmente COLPENSIONES, que según las reglas del 

reconocimiento de la prestación solicitada se observó que la 

peticionaria contaba con más de veinte años de diferencia con la 

edad del causante, argumento que no es válido por cuanto en 

ninguna parte de la norma se estipula requisito alguno sobre la 

diferencia de edad entre la pareja, como límite para tener derecho 

a reclamar una sustitución pensional; que el argumento 

esgrimido por COLPENSIONES para negar el derecho, raya en la 

inconstitucionalidad; de igual manera refiere COLPENSIONES en 

su labor investigativa; la cual es tenida en cuenta para negar la 

pensión de sobreviviente a la accionante; que no hay certeza del 

tiempo de convivencia, por cuanto indagadas personas de la 

unidad residencial -vecinos que no tenían contacto directo con el 

causante-, aportan información que no va con la realidad, pero 

si es desestimada la versión del vigilante de la portería quien 

manifiesta que hace 5 años aproximadamente distingue a la 

demandante como esposa del causante, dando más validez a la 

ficha relacionada con el apartamento de residencia de la pareja, 

en la que se encuentra registrada autorización para entrar a favor 

de la señora MARIA CONSUELO ZULUAGA, señora que no ha 

reclamado derecho alguno por el fallecimiento del señor 

QUIÑONEZ; que respecto a lo anterior, se aclaró que existe 

declaración extra proceso rendida en vida por el causante quien 

manifiesto ante notario público bajo la gravedad de juramento el 

día 11 de abril de 2013, antes de contraer matrimonio con la 

accionante “que convivo bajo el mismo techo en unión libre de manera 

permanente e ininterrumpida desde has (sic) más de 15 años, 

compartiendo techo, lecho y mesa como marido y mujer con la señora 

PAULA ANDREA DE LA CRUZ MEJIA… y nunca nos hemos separado. 
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Que de nuestra unión no hemos procreado hijos (…)”; que obra 

declaración extra proceso rendida en vida por el causante 

(q.e.p.d) quien manifiesta ante notario público bajo la gravedad 

de juramento el día 6 de junio de 2012 antes de contraer 

matrimonio con la actora “que conviví en unión libre por espacio de 

06 años con la señora MARIA CONSUELO ZULUAGA BETANCOURTH, 

(….) y desde hace 04 años no tenemos ningún tipo de convivencia o 

relación sentimental, por lo anterior solicito sea excluida como 

beneficiaria de mi EPS, es de aclarar que la señora MARIA CONSUELO 

ZULUAGA BETANCOURTH, no se encuentra en ningún tipo de 

tratamiento médico, ni depende económicamente de mí. Es todo"; que 

la convivencia exigida por la ley entre el señor QUIÑONEZ y la 

actora quedó demostrada en proceso laboral de única instancia 

de reconocimiento de incremento del 14% por cónyuge solicitado 

por el causante, fue reconocido mediante sentencia judicial No. 

260 del 26 de septiembre de 2014, debidamente ejecutoriada y 

en firme que se aporta al proceso para que obre como prueba de 

la convivencia y relación de pareja y de matrimonio de la actora 

y el causante (fs.2,3,4 ED1). 

 

Inadmitida la demanda, la parte demandante la subsanó, en lo 

que refiere a los hechos cuarto, séptimo, octavo y trece, y a las 

pretensiones dos y tres (fl.36 -ED1), como se evidencia de folios 

67 a 74 del ED1 y admitida la misma en auto interlocutorio No. 

1823 del 10 de agosto de 2018 (fl.75 -ED1) se notificó a 

COLPENSIONES, a la Agencia Nacional de Defensa Judicial del 

Estado y al Ministerio Público, acerca de la existencia del proceso 

(fl.77 ED1). 

 

 Respuesta a la demanda 

 

El día 22 de septiembre de 2018, COLPENSIONES dio respuesta 

a la demanda aceptando ser ciertos los hechos 1º, 2º, 4º, 5º, 9º, 
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10º, 13º y 14º; y ser parcialmente ciertos los hechos 3º, 6º, 8º, 

11º, 12º y no constarle el hecho 7º; se opuso a todas las 

pretensiones y propuso las excepciones perentorias de 

inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido; prescripción, 

la innominada y buena fe (fs. 132 a 137 ED1). 

 

En auto interlocutorio No. 2758 del 17 junio de 2019, el Juzgado 

Doce Laboral del Circuito de Cali, tuvo por contestada la 

demanda de parte de COLPENSIONES y fijó fecha para llevar a 

cabo audiencia preliminar, sin perjuicio de que el despacho se 

constituyera en audiencia de trámite y juzgamiento (fl.138 ED1). 

 

Audiencia de trámite y juzgamiento  

 

El 23 de octubre de 2019 se surtió audiencia de conciliación, 

decisión de excepciones previas, saneamiento del proceso, 

fijación del litigio, interrogatorio de parte por la demandante y 

testimonial por dos personas, declarando cerrada la audiencia 

preliminar, y los alegatos de conclusión. 

  

Sentencia de primer grado (0:48:56 a  01:02:35) 

 

EL Juzgado de conocimiento, a través de la sentencia 334 del 23 

de octubre de 2019, resolvió:  
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Como argumentos de la decisión, la juez instructora, indicó que 

se hallaba demostrada la calidad de pensionado del señor 

ALFONSO BALDOMERO QUIÑONEZ, así como su fallecimiento 

el 15 de septiembre del año 2015 y que la señora PAULA ANDREA 

DE LA CRUZ MEJÍA era su cónyuge supérstite, pues tenía 

matrimonio vigente con el pensionado para la época del deceso; 

señaló la a quo que la litis se centró en determinar precisamente, 

si la señora PAULA ANDREA logra acreditar o no, los requisitos 

para acceder a la prestación económica que depreca, en 

aplicación de la Ley 797 de 2003, que se encontraba vigente para 

la época del deceso del pensionado, por lo que era deber de la 

actora, acreditar al menos cinco años de convivencia con el 

fallecido, en cualquier tiempo. 

 

Continuó la primera instancia refiriendo que COLPENSIONES 

aduce que los requisitos de ley no están cumplidos por la 

demandante; en especial resalta la vaguedad de los testigos 

llamados a juicio, y solicita que se desconozca o que no tengan el 

efecto probatorio suficiente, el hecho de que al causante se le 

reconoció incremento por personas a cargo, precisamente por 

tener bajo su dependencia económica a la señora PAULA 

ANDREA y convivir con ella, argumento frente al cual, la a quo  
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expuso que se presentaron al expediente dos declaraciones extra 

juicio rendidas por el causante donde expresamente reconoció su 

convivencia con la señora PAULA ANDREA DE LA CRUZ MEJÍA, 

adicionalmente, que sí existieron situaciones respecto de 

convivencia y dependencia económica que ya fueron ventiladas 

ante el Juzgado Cuarto Municipal de Pequeñas Causas Laborales 

de Cali, en proceso a través del cual se decidió sobre el 

incremento por personas a cargo, proceso en el que se reconoció 

que el señor BALDOMERO tenía convivencia con la demandante 

y que dicha convivencia databa para la época de interposición de 

la demanda de más de cinco años. 

 

Expuso también la juzgadora de primer grado, además de las 

declaraciones expresas y claras que formuló el causante, en las 

que, si bien es cierto en una de ellas reconoció que tuvo vínculo 

sentimental con la señora MARÍA CONSUELO ZULUAGA 

BETHANCOURT, al realizar el análisis cronológico de la 

situación, la declaración en dicho sentido fue rendida en el año 

2012, y en la misma el hoy causante adujo haber dejado de 

convivir con la señora MARÍA CONSUELO, desde hace 4 años 

atrás, lo que daría como el final de la relación el año 2008, 

indicando el mentado pensionado, que con la referida señora 

solamente vivió durante seis años, por lo que el finiquito de esa 

relación se ubica más o menos en el año 2002. 

 

De tal forma, continúa la instructora, que de la declaración en 

mientes, no aparecen configurados los dos años que aduce el 

apoderado de COLPENSIONES como únicos de convivencia de la 

pareja conformada por la demandante y el pensionado. 

 

Aclarado lo anterior, prosigue el fallo de primer grado indicando 

que se observan declaraciones extra juicio, visibles en los folios 

60, 61 y 62, respecto de las cuales, la pasiva no solicitó 
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ratificación, por lo que deben entenderse como documentos 

declarativos provenientes de terceros y con validez como plena 

prueba; además, constatadas las manifestaciones efectuadas por 

los deponentes y especialmente el testimonio ante notario del 

señor MIGUEL ÁNGEL LOZANO, que glosa de folios 60 y 61, el 

mismo manifestó que conoció de vista, trato y comunicación al 

señor BALDOMERO QUIÑONEZ, así como a la señora PAULA 

ANDREA DE LA CRUZ MEJÍA, y que precisamente por dicho 

conocimiento, sabe de manera directa que estos vivieron de una 

manera interrumpida y permanente, durante más de quince 

años; dicha versión fue rendida dentro del proceso que se llevó 

ante el Juzgado Cuarto de Pequeñas Causas Laborales de Cali, 

afirmaciones que se pudieron confrontar con la copia de la 

sentencia allegada al legajo, en la que se hizo transcripción 

exacta de la declaración en cita, en la que el señor MIGUEL 

ÁNGEL, también manifestó su conocimiento referido a que el hoy 

causante, ALFONSO BALDOMERO QUIÑONEZ convive con la 

señora PAULA; asimismo, manifestó el mentado testigo sobre su 

conocimiento directo de los hechos, porque con la pareja fueron 

amigos, acompañándolos a mercar a la catorce de Calima; que el 

mismo declarante dijo saber que la hoy demandante no efectuaba 

actividades laborales, sino que se dedicaba al hogar, señalando 

particularidades de la convivencia; lo anterior llevó a la juzgadora 

a considerar el testimonio claro y coherente y que se acompasa 

con lo que se dijo en declaración extra-juicio, sin que sea factible 

contrarrestar la declaración porque no se solicitó ratificación. 

 

Frente a los restantes testimonios, consideró la juez de primera 

instancia, que se pueden entender como prueba trasladada, 

porque se realizaron dentro un juicio entre las mismas partes y 

que se estaban ventilando situaciones iguales referidas a la 

convivencia y dependencia económica de la pareja, aspectos que 

corresponden precisamente a la litis del presente asunto. 
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Así, para la a quo, de la lectura de la sentencia emitida por el juez 

de pequeñas causas, se logra establecer con total certeza, que la 

señora PAULA ANDREA DE LA CRUZ MEJÍA y el causante 

convivieron durante más de cinco años, por lo que, aunque las 

señoras JARLED MARÍA y MARÍA DEL SOCORRO no rindieron 

declaraciones en dicho juicio, lo cierto es que sí existen otros 

medios probatorios que permiten constatar la veracidad de los 

hechos de la acción.  

 

De esta forma, para falladora de primer grado, COLPENSIONES 

no logró acreditar en el sumario la supuesta investigación 

administrativa que realizó y con base en la cual negó el derecho; 

pues aunque se aduce por la entidad la existencia de vecinos 

cuyas declaraciones permitieron derrumbar la pretendida 

convivencia, no aparece en el expediente demostración sobre las 

personas a las que se les tomó la declaración y frente al 

nombrado como portero o vigilante, tampoco se pudo establecer 

en el expediente quién era esa persona para poder definir el 

tiempo que llevaba trabajando en la unidad residencial de la 

pareja, si su dicho fue basado en su apreciación directa de los 

hechos o en comentarios de terceros; esto es, para la primera 

instancia se presentan “demasiadas situaciones que no puede esta 

juzgadora entrar a presumir para desconocer documentos y 

declaraciones que si tienen claridad y certeza en el sumario”; por 

tanto, se concluye que la señora PAULA ANDREA DE LA CRUZ 

MEJÍA,  sí acreditó los requisitos de convivencia que exige la Ley 

797 del año 2003. 

 

En lo que respecta a los intereses moratorios deprecados, la 

juzgadora resalta el hecho de que si bien es cierto, se ha ventilado 

una relación que tuvo el señor BALDOMERO con la señora 

MARÍA CONSUELO ZULUAGA BETANCOURTH, es claro que 

según los documentos aportados en el expediente administrativo, 

dicha señora nunca se presentó a reclamar el derecho dejado por 



Radicación Única Nacional No. 76001-31-05-012-2018-00369-01 

 

el causante, mientras que éste, antes de su fallecimiento, declaró 

que muchos años atrás, había cesado la convivencia con la 

referida dama sin llegar a contraer con ella matrimonio; así,  para 

la a quo no habría ni siquiera razón para haber llamado al juicio 

a la señora ZULUAGA, sin que pueda afirmarse que había 

controversia de beneficiarias y dejar en suspenso la definición de 

la prestación hasta que un juez laboral decidiera el asunto; en 

consecuencia, COLPENSIONES tenía que resolver la solicitud 

pensional dentro del plazo de dos meses siguientes a la petición 

de pensión, que fue realizada por la demandante el 25 de 

septiembre del año 2015, sin que así ocurriera, lo que lleva a 

determinar que se vencieron los plazos otorgados por ley para 

resolver y, por ello, proceden los intereses moratorios previstos 

en el artículo 141 de la Ley 100 del 1993, dado que de acuerdo 

con la jurisprudencia de la Corte Suprema de justicia, los 

mentados intereses tienen carácter resarcitorio y que el operador 

jurídico solo puede tener en cuenta el tiempo de gracia que se le 

concede a la entidad para resolver; entonces, como la razón de la 

negatividad de COLPENSIONES frente al derecho pedido por la 

hoy demandante, no fue un mandato legal, sino una 

interpretación de pruebas, proceden intereses moratorios desde 

el 26 de noviembre del año 2015. 

 

Pasando a las excepciones de fondo propuestas, señaló la juez 

instructora, que ninguna es declarable de oficio, pues se basan 

precisamente en que la señora PAULA ANDREA DE LA CRUZ 

MEJÍA, supuestamente no consolidó el derecho porque no 

convivió,  por lo menos durante cinco años con el causante; sobre 

el punto, dijo que las probanzas arrimadas dan cuenta que sí se 

cumplió con ese requisito; y en lo que refiere a la excepción de 

prescripción  el causante falleció el 15 de septiembre de 2015, la 

reclamación administrativa se hizo el 25 de septiembre 2015 y la 

demanda se interpuso en el año 2018, antes de que se 
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cumplieran los tres años que establece el artículo 151 del Código 

Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. 

 

Recurso de apelación COLPENSIONES  (01:03:01 a 01:06:51) 

 

La llamada a juicio presentó su desacuerdo con el fallo, 

argumentando que el requisito común para tener acceso al 

derecho pensional por sobreviviente es la convivencia durante 5 

años; en jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en su 

Sala Laboral, se ha establecido que este beneficio para 

compañeras permanentes o cónyuges es la convivencia, y se ha 

entendido que es aquella comunidad de vida forjada en el crisol 

del amor responsable, la ayuda mutua, el afecto entrañable, el 

apoyo económico, la asistencia, solidaridad, y el 

acompañamiento espiritual que refleje el propósito de realizar un 

proyecto de vida, de pareja responsable y estable a la par de una 

convivencia real y efectiva y afectiva durante los años anteriores 

al fallecimiento del afiliado o pensionado; de esta forma, sostiene 

el recurrente, que la convivencia real y efectiva, entraña una 

comunidad de vida estable, permanente y firme, de mutua 

comprensión como soporte para los pesos de la vida, apoyo 

espiritual, físico y camino hacia un destino común; por tanto, de 

conformidad con jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, 

y haciendo alusión al caso en particular, el despacho ordena el 

reconocimiento de la prestación teniendo en cuenta la 

declaración rendida por el señor MIGUEL ÁNGEL LOZANO, el 

cual manifiesta que va en concordancia con lo manifestado en el 

proceso impetrado en el Juzgado Cuarto Municipal de Pequeñas 

Causas Laborales de Cali, “por lo anterior ruego al Tribunal Superior 

de Cali -Sala laboral- tener en cuenta que el material probatorio allegado 

al plenario si bien podemos hablar de que existió una convivencia, lo 

que no podemos manifestar de manera clara y certera es que existió los 

5 años anteriores al fallecimiento”; además, señala el alzadista, 

“podemos entender que en la misma declaración en interrogatorio de 
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parte la demandante en una de las preguntas hechas manifestó que a 

partir del 2003 entraron a vivir al apartamento de la 14 Calima Calle 

70 No. 3B.80 apartamento 402, en el testimonio que rinde la señora 

MARÍA MORENO manifiesta que el señor llegó al apartamento en el año 

2004, pero llegó al apartamento sin nadie, existiendo una incongruencia 

entre lo manifestado por la misma interesada y su testimonio (sic)”; 

indica el recurrente que los testimonios de MARÍA DEL 

SOCORRO y la señora MARÍA MORENO, “son declaraciones que no 

permiten determinar de manera clara lo que ha precisado la Corte 

Suprema de Justicia en el requisito de los cinco años pues en todas sus 

declaraciones y testimoniales únicamente se puede observar y escuchar 

que hacen manifestación de que no conocen, si conocen o saben, si  

asistieron a las honras fúnebres, el conocimiento que tiene una de ellas 

es por parte de la demandante y dice que es porque veía a la 

demandante en el parque, no puede manifestar que observaran y 

detallaran y vieran que efectivamente existió esa convivencia de ese 

hogar conformado por el señor ALFONSO BALDOMERO QUIÑONEZ y la 

señora PAULA ANDREA DE LA CRUZ, pues como repito en alegatos de 

conclusión y en recurso de apelación, se puede establecer en la 

investigación administrativa, que efectivamente existió una convivencia, 

pero, de tres años, pues en misma declaración del causante, que dijo 

que a partir del 2012 es que empezó, podría decirse una convivencia 

como tal, conforme a las reglas que ha expuesto la Corte Suprema de 

Justicia, con la señora PAULA ANDREA DE LA CRUZ; en ese orden 

serían tres años, lo cual no acreditaría el requisito de los cinco años 

como  lo establece la ley, razón por la cual, solicito al Tribunal Superior 

de Cali que se sirva revocar en su integridad la sentencia proferida por 

el Juzgado Doce laboral del Circuito de Cali.”  

 

Alegaciones de segunda instancia 

 

En auto No. 220 del 11 de marzo de 2022, la Sala Laboral del 

Tribunal Superior del Distrito Superior de Cali, ordenó admitir y 

correr traslado a la parte apelante y a los no recurrentes para que 

si a bien lo tuvieran presentaran alegatos de conclusión (ED1); 
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siendo así como COLPENSIONES, en conclusión, se pronunció al 

respecto en los siguientes términos:  
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No se observan alegaciones por parte de la demandante. 

 

Así las cosas, no advirtiéndose la presencia de vicio que 

comporten nulidad de la actuación, resulta de oportunidad tomar 

la decisión que en derecho corresponda, previas las siguientes 

 

CONSIDERACIONES 

 

La Sala, en razón a la apelación y consulta que procede contra la 

sentencia de primera instancia, ante la condena que se impuso a 

COLPENSIONES, se detendrá a establecer: (i) si procede la 

pensión de sobreviviente que reclama la actora, dado que 

COLPENSIONES indica que la misma no acredita el factor de 

convivencia aplicable al caso; y ii) de salir avante el derecho, la 

procedencia de los intereses moratorios que fueron impuestos a 

favor de la actora. 
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Pasando al fondo del asunto, como primera medida importa 

mencionar que la pensión por sobrevivencia viene a ser la 

remuneración periódica que comenzarán a percibir o 

continuarán percibiendo los miembros del grupo familiar del 

fallecido o pensionado por vejez o invalidez por riesgo común, y 

es lo que se ha conocido como sustitución pensional, 

asimilándose a un seguro de vida a favor del cónyuge o 

compañero sobreviviente y de los hijos, en caso de muerte del 

aspirante a pensionado o pensionado; de modo que la Sala se 

encamina a analizar la norma aplicable para de allí establecer los 

posibles derechos que le asisten a la demandante. 

 

Pues bien, el sistema de seguridad social integral que entró en 

vigor el 1º de abril de 1994, se encarga de regular lo concerniente 

a los riesgos de vejez, salud y riesgos profesionales, siendo en este 

sistema donde se sitúan las pretensiones de la accionante, 

puesto que ellas se circunscriben al ámbito del seguro de vejez, 

más concretamente lo que la ley denomina pensión por 

sustitución pensional.  

 

Sobre la ley de seguridad social referida, no sobra anotar que la 

misma ha sufrido importantes modificaciones a raíz de la 

expedición de leyes como la 797 de 2003 y la 860 de 2003, las 

cuales introdujeron cambios trascendentales en la normatividad 

inicial, en particular sobre el tema bajo estudio, puesto que se 

modificó el monto de semanas y el tiempo de afiliación mínimo para 

hacerse acreedor de dicha prestación.  

 
Para hallar solución al planteamiento hecho al inicio de estas 

consideraciones, en principio debe señalarse que al momento del 

óbito del señor ALFONSO BALDOMERO QUIÑONEZ, ocurrido el 

15 de septiembre de 2015-; ya se habían surtido las mentadas 

modificaciones legislativas; por tanto, aplicando la regla 

jurisprudencial que dice que las pensiones se rigen por la ley 
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vigente al momento de su surgimiento; al haber fallecido el ex 

afiliado en el año 2015, estando vigente para ese entonces la Ley 

797 de 2003, el derecho a la pensión por sobrevivencia o 

sustitución pensional, surgió desde ese momento, por tanto, se 

debe regir por los lineamientos de dicha reforma o modificación 

al estatuto de seguridad social integral en materia de pensiones, 

por lo que la norma aplicable no es otra que la Ley 797 de 2003, 

modificatoria de la Ley 100 de 1993, en sus artículos 12 y 13. 

 
Las disposiciones en mientes establecen: 

 
«ARTÍCULO 12. El artículo 46 de la ley 100 de 1993 quedará así: 

 

ARTÍCULO 46. Requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes. Tendrán 

derecho a la pensión de sobrevivientes: 

 

1º.  Los miembros del Grupo Familiar del pensionado por vejez o 

invalidez por riesgo común, que fallezca, y  

 

2º. Los miembros del grupo familiar del afiliado que fallezca, siempre y cuando 

éste hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres últimos años 

inmediatamente anteriores al fallecimiento y se acrediten las siguientes 

condiciones: 

 

a) <Literal INEXEQUIBLE> 

b) <Literal INEXEQUIBLE> 

 

PARÁGRAFO 1o. Cuando un afiliado haya cotizado el número de semanas 

mínimo requerido en el régimen de prima en tiempo anterior a su fallecimiento, 

sin que haya tramitado o recibido una indemnización sustitutiva de la pensión 

de vejez o la devolución de saldos de que trata el artículo 66 de esta ley, los 

beneficiarios a que se refiere el numeral 2 de este artículo tendrán derecho a la 

pensión de sobrevivientes, en los términos de esta ley. 

 

El monto de la pensión para aquellos beneficiarios que a partir de la vigencia 

de la Ley, cumplan con los requisitos establecidos en este parágrafo será del 

80% del monto que le hubiera correspondido en una pensión de vejez.” 

 

«ARTÍCULO 13. Los artículos 47 y 74 quedarán así: <Expresiones 
"compañera o compañero permanente" y "compañero o compañera 
permanente" en letra itálica CONDICIONALMENTE exequibles> 
 
 

ARTÍCULO 47. Beneficiarios de la Pensión de Sobrevivientes. Son 
beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: 
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a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero 

permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la 
fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de edad. 
En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del 
pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero 
permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida 
marital con el causante hasta su muerte y haya convivido con el 
fallecido no menos de cinco (5) años continuos con anterioridad 
a su muerte; 
 

b) En forma temporal, el cónyuge o la compañera permanente supérstite, 
siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del 
causante, tenga menos de 30 años de edad, y no haya procreado hijos 
con este. La pensión temporal se pagará mientras el beneficiario viva 
y tendrá una duración máxima de 20 años. En este caso, el 
beneficiario deberá cotizar al sistema para obtener su propia pensión, 
con cargo a dicha pensión. Si tiene hijos con el causante aplicará el 
literal a). (…). » (negrillas de la Sala) 

 

 

Así las cosas, es claro que el legislador contempló dos escenarios 

para obtener la sustitución pensional o pensión de sobreviviente 

que son: i) que el causante haya adquirido la pensión de vejez o 

invalidez en vida, y ii) que el fallecido deba cumplir con el requisito 

de cotizar mínimo 50 semanas dentro de los últimos tres -3- años 

anteriores al deceso, para así dejar causado el derecho a la pensión 

de sobreviviente a favor de sus beneficiarios, conforme se 

desprende del contenido del artículo 46 arriba transcrito. 

 

De otra parte, el artículo 47 de la mentada Ley 797 de 2003 

contiene el elemento fundamental que se exige; tanto para quien 

alega ser compañero (a) o cónyuge del causante pensionado del 

cual pretende derivar el derecho pensional, como para quien 

pretende derivar la prestación del afiliado; cual es la convivencia, 

entendida ésta, según jurisprudencia de la Sala de Casación 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia; como aquella 

«comunidad de vida, forjada en el crisol del amor responsable, la ayuda 

mutua, el afecto entrañable, el apoyo económico, la asistencia solidaria 

y el acompañamiento espiritual, que refleje el propósito de realizar un 

proyecto de vida de pareja responsable y estable, a la par de una 

convivencia real efectiva y afectiva- durante los años anteriores al 

fallecimiento del afiliado o del pensionado» (sentencia del 2 de marzo 
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de 1999, radicación 11245 y del 14 de junio de 2011, radicado 

31605. 

 

Revisado el plenario no existe duda de la condición de pensionado 

que ostentaba el señor ALFONSO BALDOMERO QUIÑONEZ, al 

momento de su deceso ocurrido el 15 de septiembre de 2015 

(registro de defunción obrante a folio 19), pues así se desprende 

del documento que milita en el expediente digital, identificado 

como resolución 50309 de 2003, en el que el otrora ISS, resolvió: 

 

 

 

 

Esto es, al dejar causado el derecho pensional, debían los 

interesados en sustituir el mismo, probar su calidad de 

beneficiarios, presentándose administrativamente a reclamar la 

prestación, la hoy demandante PAULA ANDREA DE LA CRUZ 

MEJÍA alegando la calidad de cónyuge supérstite. 
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El legajo demuestra de folio 13, el registro civil de matrimonio que 

indica que el señor ALFONSO BALDOMERO QUIÑONEZ y la 

demandante, contrajeron matrimonio civil el 7 de enero de 2014; 

de folio 32 y siguientes, obra copia de la sentencia 260 del 26 de 

septiembre de 2014, en la cual el Juzgado Cuarto Municipal de 

Pequeñas Causas Laborales de Cali, determinó que ante la 

convivencia del pensionado ALFONSO BALDOMERO QUIÑONEZ 

con la señora PAULA ANDREA DE LA CRUZ MEJÍA, y dada la 

normativa bajo la cual se otorgó la pensión por vejez del primero 

de los citados, el señor ALFONSO tenía derecho a percibir de la 

demandada COLPENSIONES el incremento de su pensión en un 

14% sobre la pensión mínimo, por cónyuge a cargo, providencia 

que quedó ejecutoriada como se indica de folio 30. 

 

De otro lado, se evidencia que ante la Notaría Trece del Círculo 

de Cali, el hoy causante rindió declaración bajo juramento, 

fechada el 11 de abril de 2013, en la que afirmó: 

 

 

 

 

 

Meses antes, el mismo señor ALFONSO BALDOMERO 

QUIÑONEZ, declaró ante el Notario 17 del Círculo de Cali, con 

fecha 6 de junio de 2013, lo siguiente: 



Radicación Única Nacional No. 76001-31-05-012-2018-00369-01 

 

 

 

 

 

El folio 60 exhibe declaración extra-juicio rendida por los señores 

MIGUEL ANGEL LOZANO y ALVARO RIVADENEIRA ARANGO, el 

15 de abril de 2014, exponiendo: 
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Nuevamente el señor MIGUEL ANGEL LOZANO, rinde 

declaración ante Notario Público, con fecha 22 de septiembre de 

2015 (fl. 61) en la que relata: 

 

 

 

 

 

 

Otra declaración ante Notario Público se visualiza de folio 62 del 

expediente digital, en la que la señora LUZ AMPARO ARENAS 

AGUILAR, el 22 de septiembre de 2015, señaló: 
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De otro lado, en la diligencia de trámite y juzgamiento se recibió 

interrogatorio a la señora PAULA ANDREA, misma que señaló que 

conoció al señor ALFONSO “cuando yo vendía en el centro, vendía 

tinto y café, lo conocí por ahí en 1998 o 1999”, época en la que 

“salíamos, él me ayudaba”, afirmando que “ya en el 2003 que él 

compró el apartamento en la 14 de Calima, yo me fui a vivir con él”, 

lugar en el que vivieron desde el año 2003 “hasta ahora que él murió 

en el 2015”; relató el padecimiento del pensionado y las causas de 

su muerte, así como pormenores de su funeral; en relación con 

la señora MARIA CONSUELO ZULUAGA, dijo que nunca tuvo con 

ella trato, la conoció “porque se dio que una vez, me di cuenta que 

ella, ni sabía que esa señora existía, me di cuenta cuando 

COLPENSIONES fuimos y yo fui a una cita (…) y dijo el doctor ahí, que 

pase la señora MARIA CONSUELO (…) si la señora soy yo, yo me tomé 

la sorpresa ahí, entonces, él era muy cascarrabias mi esposo (…) todo 

el mundo lo conoce que él era cascarrabias, cuando me sacó el 14%, el 

me hizo un ahí por el 14%, ay, no pregunte tanto que (…), era la amante 

de él, yo no sabía que tenía nada, yo le estoy contando cómo fue que 

me di cuenta”; dijo que el causante no convivió con MARIA 
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CONSUELO ZULUAGA, “ahí en el apartamento, no”; nunca se 

separaron, narrando que “yo me fui a Bogotá porque tenía una tía 

que tenía cáncer y duré 8 meses y él me mandaba mi plata porque yo 

por allá no tenía plata, cuando yo vine, a raíz de eso es que me di cuenta 

que él tenía esa moza”; que desde que comenzó convivencia con el 

señor ALFONSO dejó de vender tintos en la calle y se dedicó “a 

cuidarlo a él”; que la relación que tuvo con los porteros de la 

unidad residencial en donde vivía con el hoy causante, era de 

buenos días y nada más, se limitaba al pago de la administración 

y que no tenía mayor vínculo con los vecinos de los apartamentos 

contiguos, solo se encontraban en reuniones anuales que se 

efectuaban en la urbanización, la que cuenta con 300 

apartamentos y que la mayor interacción con habitantes y 

porteros se daba en la portería “primera”, pues la unidad contaba 

con dos. 

 

MARIA DEL SOCORRO HERRERA rindió versión de los hechos, 

indicando que cuenta con 59 años y vive en la misma unidad 

Puente del Comercio en el que habitó el hoy causante; dijo la 

testigo que conoció al señor BALDOMERO en la misma unidad 

donde vivía, lo conoció hace muchos años, “era una persona ya de 

edad” y que lo conoció “con la niña con que andaba”; que la señora 

PAULA ANDREA era la pareja del señor, se encontraba con la 

pareja en los pasillos, pero nunca entró a su apartamento, siendo 

la interacción en mayor medida con la señora PAULA a quien 

siempre vio con el señor BALDOMERO; dijo que el señor 

BALDOMERO era pensionado, “porque todos los días lo veía”, sin 

saber si tenía hijos y que él falleció hace varios años, sin recordar 

el año; que “el señor ya a lo último estaba muy enfermo”, 

desconociendo de qué murió; no sabe si el señor ALFONSO tenía 

otra relación; dijo que PAULA andaba con una niña que era su 

sobrina “pero ella la tenía como hija de ella”, era una niña pequeña 

de aproximadamente 2 o 3 años cuando la conoció, era una niña 

pequeña. 
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ARLED MARIA MORENO FONTALVO declaró ante la a quo 

indicando que conoce a la demandante desde el año 2009 o 2010 

más o menos, conocimiento que se dio porque “es vecina allá en la 

unidad como propietaria con el señor BALDOMERO QUIÑONEZ de un 

apartamento en la torre 24, apartamento 402 de la unidad residencial 

Puente del Comercio”; que el testigo vive en dicha unidad desde el 

año 1994, informando que “yo al señor sí lo conocía de antes en las 

asambleas, él (…) como en el 2006 o 2007, ya a la joven sí más tarde”, 

conocimiento que se dio frente a la señora PAULA porque la veía 

con el señor ALFONSO y pensaba que era su cuidadora, “después 

me di cuenta por una vecina que vive al frente y por una amiga, que la 

señora era la mujer del señor y conocí que ella tiene una niña que es 

sobrinita y ella la está criando, entonces veía a la joven con el señor en 

la unidad con la niñita”; que el conocimiento del señor 

BALDOMERO y de PAOLA, era en los pasillos de la unidad, pues 

nunca ingresó a su apartamento; no sabe quién es la señora 

MARIA CONSUELO ZULUAGA; que el señor BALDOMERO llegó a 

la unidad en el año 2003 o 2004, sin saber si llegó solo o 

acompañado; dijo que el pensionado falleció de un infarto pero 

no asistió al sepelio; con el tiempo se dio cuenta que la pareja era 

casada, vínculo que se dio tiempo después de convivir; dijo que 

vio a los esposos llevarse de brazo como pareja. 

 

No se recibió declaración al señor MIGUEL ANGEL LOZANO, por 

haber fallecido, y el señor PEDRO PRIETO, quien fuera vigilante 

en la unidad residencial mencionada, se encuentra residiendo 

fuera de la ciudad. 

 

Con vista en lo anterior, la Sala no encuentra duda frente a la 

convivencia que se dio entre los señores ALFONSO BALDOMERO 

QUIÑONEZ y PAULA ANDREA DE LA CRUZ MEJÍA, la cual se 

puede establecer cuando menos desde el año 2004 en que se dice 

que el pensionado llegó a vivir a la unidad residencial Puente del 

Comercio de la ciudad de Cali, convivencia que se prolongó hasta 

el año 2015 en que el señor ALFONSO falleció; y se mencionan 
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dichos extremos temporales porque aunque las dos testigos no 

son puntuales en cuanto a la fecha a partir de la cual vieron a la 

pareja en la unidad residencial en que vivían, si se logra 

determinar que cuando menos, en el año 2007 las dos testigos 

comenzaron a tener conocimiento de que el señor ALFONSO y 

PAULA ANDREA eran pareja sentimental y convivían en el 

apartamento 402 de la torre 24. 

 

Es que nótese que la primera declarante refiere que conoció al 

señor ALFONSO hace muchos años en la unidad, mientras la 

segunda testigo señaló que conoció a la pareja en el año 2006 o 

2007; ahora, las declaraciones extra juicio, que cobran relevancia 

en este asunto, toda vez que no fueron desvirtuadas por la 

demandada, ni solicitada su ratificación, en los términos 

indicados por la juez, señalan al unísono que el señor ALFONSO 

y PAULA ANDREA eran pareja sentimental y que dicha unión se 

perpetuó hasta el deceso del pensionado, refiriendo los 

deponentes que dicha convivencia perduró alrededor de 10 a 15 

años, lo que ubica la fecha inicial de convivencia en la década del 

año 2000. 

 

Así las cosas, es claro que la demandante debía demostrar una 

convivencia mínima de 5 años con el pensionado, al momento de 

su deceso, requisito que a juicio de la Sala se cumple, no solo por 

demostrarlo así las declaraciones atrás referidas, sino, porque el 

propio pensionado, en declaración ante Notario Público llevada a 

cabo el 11 de abril de 2013, afirmó convivir con la demandante 

desde hace más de 15 años, lo que fácilmente ubica dicha 

convivencia en el año 1998 cuando dice la actora que se conoció 

con el pensionado y comenzaron a “salir”; mientras en una 

segunda declaración, el mismo señor ALFONSO afirmó que desde 

el año 2008 aproximadamente no tiene relación sentimental o de 

pareja con la señora MARIA CONSUELO ZULUAGA, con quien 

convivió por espacio de 6 años; esto es, la convivencia con dicha 

dama, según el dicho del propio causante, se suscitó entre los 
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años 2002 y 2008, por lo que pudo darse una convivencia 

simultanea entre la mentada señora ZULUAGA, la demandante y 

el pensionado, entre los años 2003 a 2008, como bien se 

desprende del testimonio de la misma actora, cuando dijo que se 

enteró tiempo después que el señor ALFONSO y la señora 

ZULUAGA tenían una relación de pareja. 

 

Entonces, en lo que interesa a este asunto, es claro que aún sin 

acudir al trámite judicial en el que se debatió el incremento del 

14% por persona a cargo a favor del señor ALFONSO 

BALDOMERO QUIÑONEZ; mismo en el que, como lo dijo la a quo, 

se debatió sobre la convivencia de la pareja multicitada y la 

dependencia económica de la señora PAULA ANDREA respecto de 

del pensionado ALFONSO BALDOMERO QUIÑONEZ, resultando 

ambos aspectos -convivencia y dependencia económica-  

demostrados; quedó en este juicio probada la convivencia entre 

la demandante y el hoy causante, por espacio superior a los 5 

años que exige la norma y que la jurisprudencia ha establecido 

que pueden presentarse en cualquier tiempo, no necesariamente 

anteriores al fallecimiento del pensionado, por lo que en efecto, 

la señora PAULA ANDREA dio cuenta en el juicio de su condición 

de cónyuge supérstite y beneficiaria de la pensión que en vida 

disfrutó el señor ALFONSO BALDOMERO QUIÑONEZ; 

convivencia que no se desvirtuó por COLPENSIONES, entidad 

que pese a haber realizado una investigación administrativa 

sobre el particular, no trajo a juicio elementos probatorios claros 

que desmintieran las declaraciones rendidas a favor de la 

convivencia del causante y la hoy demandante. 

 

En efecto, en el expediente administrativo no figura la 

investigación que señala COLPENSIONES fue el elemento 

probatorio que le permitió argumentar la negación del derecho 

reclamado por la actora, por lo que, al no allegarse por la 

enjuiciada la aludida investigación, no se pudo conocer su 

contenido y así analizar el dicho de los supuestos vecinos y 
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vigilantes que rindieron versión ante la entidad en el trámite 

previo a la negación de la prestación pensional. 

 

De esta forma, la decisión de la primera instancia respecto al 

otorgamiento del derecho pensional a favor de la demandante, 

habrá de confirmarse. 

 

Frente a los intereses moratorios, la Sala hace suyos los 

argumentos de la juez para impartir condena, pues si bien se 

mencionó a la señora CONSUELO ZULUAGA como una ex pareja 

del causante, lo cierto es que en el trámite administrativo no se 

evidenció que la mentada presentara reclamación alguna o se 

alertara a la entidad sobre la posible existencia de la misma a 

efecto de proceder a la suspensión del derecho hasta tanto la 

justicia del trabajo y de la seguridad social definiera la 

controversia; por lo que la negativa del derecho pensional se 

argumentó en el no cumplimiento del requisito de convivencia 

entre la pareja pensionado/demandante, misma que, como 

quedó evidenciado, quedó probada, y así lo había referido el 

propio pensionado en declaraciones extra juicio que fueron 

conocidas por la entidad antes de tomar la decisión inicial de 

negar el derecho pensional a la hoy demandante. 

 

Conforme a lo dicho, se confirmará también la condena que sobre 

el particular impartiera la primera instancia. 

 

En esta Sede Judicial no habrá lugar a imponer costas en 

atención a que el conocimiento del asunto se dio igualmente en 

atención al grado jurisdiccional de consulta que opera frente a la 

condena impuesta por el juzgado instructor contra 

COLPENSIONES. 

 

DECISIÓN 
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En mérito de lo expuesto, la Sala Cuarta de Decisión Laboral del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Buga, Valle del Cauca; 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y 

por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE  

 

PRIMERO: CONFIRMAR en todas sus partes la sentencia No. 334 

del 23 de octubre de 2019, proferida por el Juzgado Doce Laboral 

del Circuito de Cali, Valle del Cauca, en el asunto de la referencia. 

 

SEGUNDO: SIN COSTAS en esta Sede Judicial. 

 

TERCERO: REMITASE el expediente al Tribunal de origen para 

que proceda a la notificación de la sentencia y demás, en los 

términos de la Ley 2213 de 2022.  

 

MARÍA MATILDE TREJOS AGUILAR  

Ponente 

 

 

MARÍA GIMENA CORENA FONNEGRA 

 

CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE  
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